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1. Introducción 
 
Una sociedad democrática, razonablemente cohesionada y con altas expectativas sobre su 
desarrollo es aquella que aspira a no dejar a nadie rezagado, que reduce sus desigualdades, 
que identifica y protege a los más vulnerables y que abre oportunidades ciertas de promoción 
para todos. 
 
La sociedad española de las últimas tres décadas ha intentado acercarse a ese ideal. Si bien 
nuestro Estado del Bienestar fue más tardío y con un sistema de protección social más débil 
que el de la mayoría de los países de la eurozona, también se ha distinguido por ser inclusivo 
con los grupos sociales más vulnerables, afectados por la pobreza, la exclusión social o la 
discriminación. Esto, acompañado de los relevantes cambios políticos, sociales y culturales que 
hemos protagonizado, sin duda ha sido el efecto, pero también la condición para alcanzar el 
crecimiento social y económico que nos ha situado entre los países más desarrollados. 
 
La crisis económica, y su interminable duración y las respuestas políticas que se han dado, han 
cambiado profundamente nuestra realidad y han puesto a prueba nuestro sistema de 
protección social. Hay dos primeras conclusiones o valoraciones que me interesa destacar 
aquí: 
 
Por un lado el buen comportamiento de nuestra red de solidaridad familiar y de apoyo 
primario, la buena salud del capital social que ha demostrado tener nuestra sociedad en estos 
momentos y que ha hecho posible, lo que muchos aquí y fuera de aquí no se explicaban, que 
no haya habido una auténtica fractura social y una extensión de la conflictividad social. 
 
La otra constatación tiene que ver con la obviedad de que a todo el mundo no le va igual ni en 
tiempos de bonanza y mucho menos en tiempos de dificultad. Esta crisis está afectando 
sensiblemente más a los sectores más desfavorecidos de nuestra sociedad y parece que puede 
tener consecuencias duraderas sobre el futuro de las personas y de las familias que sufren 
situaciones de pobreza y de exclusión social. 
 
Nos encontramos ante el riesgo cierto de salir de la crisis pero avanzar hacia una sociedad 
polarizada y mal cohesionada y este es el mejor momento para, tal como se reclama desde 
amplios sectores de la sociedad civil, revisar y adecuar nuestro sistema de protección social de 
manera que cuide y desarrolle este valioso capital social y por otra parte que realmente 
proteja y permita la promoción de los hogares y de las personas en situación de pobreza 
severa o exclusión. 

 
 



2. Políticas de familia y protección frente a la exclusión.  
 
Nuestro modelo de Estado del Bienestar mas bien ha combinado su mencionado carácter 
inclusivo y universal del sistema de protección social (el sistema de salud, educativo y el 
sistema de pensiones serían su columna vertebral) con políticas y servicios sociales muy 
sectoriales, que han ido dando respuesta, que no cubriendo suficientemente, las necesidades 
de grupos diversos (personas con discapacidad , personas mayores, inmigrantes, minorías 
étnicas, mujeres afectadas por violencia, drogodependientes, personas sin hogar, etc….).  Sin 
embargo las prestaciones de carácter familiar siempre han sido débiles y muy residuales si se 
comparan con el conjunto de prestaciones sociales.  
 
En nuestro país, como en la mayoría de los países mediterráneos, no ha existido una tradición 
de políticas públicas de protección de la familia, a la vez que el Sistema de Bienestar delega en 
las familias y especialmente en las mujeres, un papel protector ante las adversidades vitales 
relacionadas con la vejez, el desempleo y el cuidado de los hijos1.  
 
Las familias españolas han sufrido una profunda transformación en las últimas décadas, tanto 
en su concepción, en las dinámicas y los roles internos, como en su composición, tamaño y 
estructura. Estos cambios han sido apuntalados y apoyados legislativamente con sucesivas 
normas, pero lo han sido mucho menos desde el punto de vista de las políticas sociales y del 
desarrollo de medidas específicas de protección de las familias. 
 
Este es probablemente uno de los males que nos aqueja desde la Transición. Simbólicamente, 
la “familia” y específicamente las medidas de protección familiares no han tenido excesiva 
buena prensa, por asociarse a concepciones caducas de la familia y verse contradictorias con 
garantizar la incorporación de la mujer al mercado de trabajo.  
 
El desarrollo de las políticas específicas de infancia y familia no supera el 5% del total del gasto 
social y era un 30% menor que la media de la UE en 2011. En los primeros años de esta década 
ha habido un importante impulso que supuso doblar el gasto público en este capítulo, impulso 
que la crisis finalmente ha frustrado y ha dejado en los magros niveles anteriores a 20032 
 
Además de su escaso desarrollo, la otra característica de nuestro sistema de protección 
familiar es que gran parte del volumen de gasto en este capítulo son prestaciones monetarias 
vía desgravaciones fiscales. El mayor peso lo tienen las prestaciones contributivas, ligadas al 
embarazo y los permisos de maternidad y paternidad. Esta condición perjudica (o no beneficia) 
justamente a los grupos más vulnerables y más alejados del mercado de trabajo. 
 
La siguiente prestación por volumen de gasto es no-contributiva y es la que perciben las 
familias de renta baja por hijo a cargo. En este caso el problema es doble: por un lado su baja 
cuantía, (558 euros al año por hijo, 46,5 euros mensuales) y por otra parte su limitada 
cobertura, pues es para familias de renta muy baja. 
 
En relación a las políticas públicas de familia, se puede afirmar3 que las políticas sociales en 
España han sido muy avanzadas en el reconocimiento y garantía de derechos (sobre todo en el 
terreno laboral) y muy pobres en el desarrollo e implementación de servicios para la atención 
a la infancia o los mayores y muy escasas en prestaciones monetarias. Como concluye el autor 

                                                           
1 Sobre la evolución de las políticas familiares en España. (Ayala y Cantó 2014) 
2 Medidas del cheque bebe y actualización de prestaciones así como prestaciones de diferentes CCAA 
3 Antía Pérez-Caramés (2014). Ver capítulo dedicado a España en el Handbook of family policies across the globe.   



en su Informe con ironía, las políticas familiares en España han dado tiempo (permisos 
laborales) a las familias, pero no dinero o servicios.  
 
Como conclusión podemos convenir en que nuestro sistema de protección parece haber 
aguantado y está cumpliendo su función protectora de nuestra sociedad en esta larga crisis, 
pero no con la misma eficacia para todos. El peso de las prestaciones ligadas a la contribución 
laboral, las coberturas limitadas, la atrofia de las políticas de familia e infancia, la inexistencia 
ya de políticas de vivienda pública y la debilidad y fragmentación de los programas de renta 
mínima y otros medidas específicas contra la exclusión, hacen que nuestro sistema sea mucho 
menos eficaz con aquellos grupos y personas que están en una situación de mayor 
vulnerabilidad, pobreza o exclusión social (Laparra, 2013). 
 
El ciclo de fuerte crecimiento económico y de altas tasas de empleo de la pasada década, 
contribuyeron a una mejora de las condiciones de vida de toda la ciudadanía, incluso de los 
grupos y familias más excluidas de la sociedad. Crecimiento que, sin embargo, no se tradujo en 
ningún momento en una reducción de la pobreza relativa de las familias más vulnerables. En 
esos años nuestro PIB llegó a converger con el de los países de nuestro entorno, pero no así el 
porcentaje del gasto en prestaciones sociales. Desde las entidades sociales veníamos indicando 
esa anomalía y alertando de la pérdida histórica de la oportunidad de reducir las desigualdades 
que afectan a los grupos y personas más vulnerables.  
 
Ahora la crisis ha agudizado esta brecha y es el momento, como decíamos, de revisar nuestros 
mecanismos de protección. 

3. Los efectos de la crisis y la protección de los más 
desfavorecidos. 

 
La crisis con su impacto directo en la fuerte caída del empleo y el endeudamiento de muchas 
familias debido a los elevados costes que había generado la vivienda, ha supuesto una gran 
frustración no solo en términos económicos o políticos, sino también de expectativas 
compartidas, de contrato social. La crisis ha puesto de manifiesto las debilidades señaladas de 
nuestro sistema de protección, ha acentuado la brecha de desigualdad con los más excluidos y 
llevado la vulnerabilidad a capas de población que no la habían conocido antes. En estos 
últimos años hemos pasado a estar a la cabeza en los índices de desigualdad y de pobreza 
general, especialmente de pobreza infantil, si nos comparamos con el conjunto de los 28 
países de la UE.  
 
El largo ciclo de esta crisis también está ocasionando que algunos autores alertan sobre el 
riesgo de agotamiento de algunos de los mecanismos de amortiguación y protección que han 
funcionado relativamente bien en los primeros años. En 2013 más del 21,6% de la población 
estaba bajo el umbral de pobreza4 y el 26% en riesgo de pobreza o exclusión. Cáritas en su 
Informe de 20125 señalaba que 12 millones de personas (el 22% de los hogares españoles) se 
encontraban en una situación de pobreza y necesidad. Pero lo que parece que está 
aumentando de una manera muy acentuada es el porcentaje de personas que padecen 
situaciones de exclusión severa y pobreza extrema.  
 
Las dificultades en la sociedad, obviamente, no se distribuyen por igual. Pero parece 
confirmarse que continúan acumulándose de manera diferencial en los grupos que ya 
                                                           
4 Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) 2013. Instituto Nacional de Estadística (INE). 
5 Cáritas (2012), en su  Informe de Análisis y Perspectivas sobre Exclusión y Desarrollo Social en España . 



previamente las padecían6. Ni siquiera el hecho de tener empleo parece ser ya una garantía 
frente a la pobreza. Hoy, el tema del working poor es muy importante porque afecta ya al 12% 
de los trabajadores, muchos de ellos con cargas familiares7. La crisis está afectando de manera 
más insidiosa a hogares y personas situados previamente en situaciones de vulnerabilidad; 
hogares con sus miembros desempleados o con baja intensidad en el empleo; personas y 
familias con una débil red de apoyo social; hogares monoparentales con niños, migrantes, 
gitanos… 
 
Como señala Laparra, nuestro sistema de protección, (si contemplamos además los servicios 
sanitarios y educativos), es eficaz paliando y reduciendo el riesgo de pobreza en términos 
generales para los grupos en situación de integración o pobreza moderada, pero hace aguas 
con los grupos y personas en situación de pobreza extrema.  
 
El problema fundamental en términos sociales, en términos de sufrimiento, malestar y justicia 
social se refiere a cerca de 1,3 millones de hogares, unos 4 millones de personas que se 
encuentran en situaciones de pobreza severa y para los que los mecanismos tradicionales de 
protección no son suficientemente eficaces. 
 
Desde la perspectiva de muchos actores sociales y de las organizaciones que trabajamos en el 
ámbito de inclusión social una prioridad clave para nuestra sociedad es controlar la pobreza 
extrema, otros países lo están haciendo mejor que nosotros porque hay una mayor atención a 
las políticas de apoyo a la familiar, de acceso a la vivienda o de lucha contra la exclusión social. 
 

La red de apoyo familiar  
 
Un aspecto relevante a subrayar es el papel jugado por las familias como factor de protección 
de las personas y hogares en peor situación durante el largo desarrollo de la crisis. La 
solidaridad familiar y las redes informales continúan siendo un factor de prevención frente a la 
exclusión y una realidad ampliamente extendida que ampara a tres cuartas partes de los 
hogares en España (Laparra y Pérez, 2012). Se trata de ayuda afectiva, económica, sostenida o 
de emergencia, residencial, etc. es el soporte vital para muchos de hogares en mayor dificultad 
y el cemento de nuestro débil sistema de protección. 
 
La parte negativa es que existe una cuarta parte de hogares que no cuentan con este paraguas. 
De nuevo son familias con mayor dificultad las que menos red de apoyo tienen. 
 
La solidaridad familiar ha permitido paliar el embate de la crisis en muchas casas. En un primer 
lugar ha hecho frente a la pérdida de empleos y los riesgos de pérdida de la vivienda.  Las 
estrategias de reducción de gastos en todas las casas se han centrado en el vestido, calzado u 
ocio, pero aquellos hogares que no han contado con apoyos familiares han reducido 
sensiblemente más el gasto en alimentación o energía. 
 
En la capacidad de prestar ayuda, hay que señalar el papel que están jugando las pensiones, o 
los hogares con pensionistas. Las pensiones están actuando como una auténtica “prestación 
familiar” más estable y por tanto eficaz para muchos hogares que las ayudas por desempleo o 
las RMI. 
 
                                                           
6 Las personas en pobreza severa, han reducido sus ingresos a la mitad. Es el grupo que mayor reducción de 
ingresos presenta. (Laparra, 2013). Si los ingresos del conjunto de la población se han reducido de media un 3,7% 
entre 2006 y 2010, para las personas en pobreza severa la caída es del 42% 
7 Un tercio de las personas en pobreza severa cuentan con ingresos por trabajo remunerado (Laparra 2013) 



Hay algunos aprendizajes o consecuencias a extraer. Además de reconocer el capital social de 
nuestro país que se está revelando como una factor de protección e integración clave, hemos 
de saber cuidarlo para evitar agotar su eficacia. Especialmente dotando de apoyos (ingresos y 
ayudas de emergencia) a las familias y situaciones de mayor dificultad de manera que se alivie 
la sobrecarga de muchos hogares o familias benefactoras.  
 
Por el contrario, en las respuestas a la crisis, las primeras víctimas de las políticas de austeridad 
han sido las prestaciones estatales o autonómicas ligadas a las ayudas monetarias por hijo a 
cargo, así como la reducción de las ayudas para becas de libros escolares, comedores escolares 
o transporte escolar, lo que impacta directamente en la economía y organización de la familia. 
 
Los otros protectores: los servicios de salud y educación. 
 
Los grandes protectores frente a la pobreza y la exclusión son los servicios universales de salud 
y educación. Son las transferencias sociales causantes de los niveles que más igualdad y 
cohesión social proveen a nuestra sociedad. 
 
La reforma sanitaria de 2012 ha dejado sin cobertura a un 0,5 de los hogares, rompiendo el 
principio de universalidad e introduciendo (innecesariamente, desde nuestro punto de vista) 
desigualdad e injusticia donde no la había. Los recortes y medidas de copago están teniendo 
efectos sobre el acceso y uso de medicamentos que a la larga se traducen en una peor salud 
pública y bienestar de las personas. 
 
En educación no se han producido recortes sobre su cobertura universal ni la crisis se ha 
traducido en una reducción de los índices de escolarización, más bien al contrario8.  Los 
recortes de gasto se han producido sin embargo en ayudas de comedor o de material escolar 
que afectan a las familias en mayor dificultad y en profesorado y programas de compensación 
educativa. Estos recortes no tienen traducción inmediata, pero son muy sensibles en la 
integración/exclusión a largo plazo. De nuevo hay que recordar la alta correlación entre nivel 
de estudios y exclusión social. Es este el ámbito en el que la sociedad no puede dejar de 
invertir y compensar las desventajas con los grupos de población más excluida.  
 

Los altos costes sociales de la vivienda 
 
Una mención especial tiene el tema de la vivienda que, a pesar de ser un derecho fundamental 
y uno de los pilares básicos para la inclusión social de las personas y los grupos, está siendo 
uno de los elementos de mayor incidencia por efecto de la crisis y es junto a la pérdida de 
empleo el factor con mayor efecto sobre la exclusión social. Es significativo el incremento de 
los hogares que para mantener los gastos básicos asociados a su vivienda, como la renta o la 
energía, deben hacer un esfuerzo económico tan importante que los coloca en situaciones de 
pobreza severa o extrema. Los desahucios y las amenazas de expulsión de la vivienda están 
directamente ligadas a los grupos de población más excluidos. 
 
De nuevo la conclusión apunta en la misma dirección. Nuestra sociedad abandonó hace 
tiempo las políticas de vivienda social y sabemos por experiencia que es uno de los aspectos 

                                                           
8 La dificultad de encontrar empleo han devuelto al sistema educativo a muchos jóvenes o han evitado su abandono 
prematuro. De manera que España ha mejorado es este tiempo su tasa de abandono educativo que se ha situado ya 
en el 23,5%, cuando al inicio de la crisis era del 30%. Fuente Eurostat. 



más estructurantes de la integración y la cohesión social y necesitamos volver a contar con una 
política real de vivienda pública. 

 

4. Sobre la pobreza infantil y políticas de familia 
 
Un resultado especialmente relevante y serio de esta crisis es su efecto sobre los menores y 
sobre la juventud en general. La exclusión social en la infancia supera en incidencia a la de los 
adultos y está alcanzando unas dimensiones preocupantes por la situación en la que está 
viviendo los menores en muchos hogares, con privaciones en alimentación, vestido o 
calefacción, o en problemas de salud y de menor rendimiento académico. Y preocupante 
también por su extensión9 (con tasas cercanas al 30%) y por su impacto en el futuro de estos 
jóvenes y de sus familias, con el riesgo de extender y cronificar las situaciones de precariedad o 
de exclusión.  
 
Tal y como indica la Recomendación de la Comisión Europea10, los niños y niñas corren mayor 
riesgo de pobreza o exclusión social que la población en general en la gran mayoría de los 
países de la UE; los niños y niñas que crecen en una situación de pobreza o exclusión social 
tienen menos posibilidades que sus coetáneos más favorecidos de tener buen rendimiento 
escolar, disfrutar de buena salud y aprovechar todo su potencial en fases posteriores de su 
vida. 
 
En España, con datos de 2012, la pobreza infantil afecta a algo más de 2,5 millones de 
menores, 300.000 más que en 2009 con el agravante de que las formas de pobreza son más 
severas que hace unos años. En 2009, el 26,8% de los menores vivían bajo el umbral de la 
pobreza (UE: 20,1%), en 2012, se llegó a una tasa del 29,9%, una de las tasas más altas de la UE 
(UE: 20,8%) (Fresno 2014). 
 
Las causas de esta incidencia diferencial de la pobreza en los menores (pobres) y las altas 
tasas, en comparación con otros países, se explican de nuevo y sobre todo, por la debilidad y 
atrofia de las prestaciones y políticas familiares en nuestro país. 
 
Por otra parte, esta grave situación está produciendo en ocasiones unas respuestas en 
términos de medidas políticas desconcertantes. La pobreza infantil, es un indicador más de la 
pobreza y la vulnerabilidad de muchos hogares españoles con menores y de la situación de la 
infancia, pero también se ha convertido en una representación social cargada simbólicamente 
y que se ha separado de la realidad cotidiana de las familias en las que se produce.  
 
Así vemos cómo se promueven medidas con un fuerte componente paliativo (y a veces 
mediático), que pasan por alto justamente el rol natural de protección y de desarrollo de la 
infancia que juegan las familias (a quién corresponde) y que las políticas públicas han de poder 
cuidar y promover. Es decir, la emergencia de la reducción de la pobreza infantil puede, 
paradójicamente, llegar a relegar de nuevo el enfoque de fomento de las “políticas públicas 
familiares”.  O dicho en positivo, atajar la pobreza infantil sólo será posible si se incide en las 

                                                           
9 Superiores al 30%, índice AROPE 2011, para menores de 18 años. El 15% de los menores se encuentran en 
situación de pobreza severa. Ver en el Informe de Unicef (Ayala y Cantó, 2014) 
 http://www.unicef.es/sites/www.unicef.es/files/unicef_politicas_para_reducir_pobreza_infantil_espana_baja.pdf  
10 La Comisión Europea (CE) lanzó en 2013 su Recomendación sobre pobreza y bienestar infantil, Invertir en la 
infancia: romper el ciclo de las desventajas. 
 

http://www.unicef.es/sites/www.unicef.es/files/unicef_politicas_para_reducir_pobreza_infantil_espana_baja.pdf


prestaciones sociales que perciben las familias con menores y especialmente los hogares en 
situación de exclusión social con menores.  
 

La cara joven de la pobreza. 
 
El otro gran aspecto a señalar por su trascendencia y sus implicaciones para el futuro de esta 
sociedad es la incidencia de la crisis y la pobreza en general en los más jóvenes. La crisis ha 
variado y rejuvenecido el perfil de la exclusión social en nuestro país, hoy lo más excluidos son 
mayoritariamente menores de 30 años.  
 
Las insoportables tasas de paro juvenil y la constatación de amplias capas de la juventud 
española que están absolutamente inactivas11, fuera del mercado de trabajo y fuera de 
procesos de formación, hace que sea prioritario poner en marchas políticas de activación que 
provean de formación y/o de experiencias laborales y de acceso al mercado de trabajo de 
estos jóvenes. 

5. El caso de las familias gitanas. 
 
Después de los hogares monoparentales con menores a su cargo, la condición de minoría 
étnica es el factor que más correlaciona con elevadas tasas de pobreza y exclusión. Los gitanos 
españoles siempre han estado sobrerrepresentados en el espacio de la exclusión severa12. Su 
alejamiento secular del acceso a los servicios y a los derechos sociales básicos, en el que ha 
jugado un papel fundamental la discriminación y los factores culturales, explican en buena 
medida esta situación que podríamos calificar de vulnerabilidad y de exclusión social 
estructural que viene afectando a amplias capas de familias de esta comunidad durante 
décadas y durante generaciones.  

 

Situación social 
 
La comunidad gitana española tiene entre las 750.000 y el millón de personas13, una 
comunidad muy diversa y sometida a un fuerte proceso de transformación e incorporación 
social en las últimas décadas.   
 
La situación social de los gitanos españoles ha mejorado sustancialmente desde los primeros 
años 80 del siglo pasado hasta hoy. De hecho la mejora y el cambio son muy intensos cuando 
se comparan con las situaciones de partida en las que se encontraban las familias gitanas en 
aquel momento y son igualmente relevantes cuando las comparamos con la situación de las 
comunidades gitanas en resto de los países europeos. Sin embargo, el avance es menor y no es 
tan positivo cuando la comparamos con los indicadores de integración y bienestar del conjunto 
de la sociedad española.  
 
Sin embargo conviene traer aquí algunas referencias sobre esas condiciones de partida, 
cuando iniciamos la transición democrática, para valorar más justamente el camino recorrido y 

                                                           
11 Cerca del 20% de los jóvenes entre 16 y 24 años no estudiaban ni trabajaban en 2007 (FOESSA 2008), cabe 
estimar que hoy en torno a los 800.000 jóvenes se encuentran en esa situación. 
12(Informe FOESSA 2008). El 12% de las personas en exclusión severa pertenecían a la comunidad gitana. 
13 Datos CE. Las estimaciones de la FSG a partir de los Mapas de Vivienda 1991 y 2007 la estiman en ese tamaño. El 
Informe FOESSA de 2008 la cifraba en torno a las 900.000 personas. 



el esfuerzo diferencial realizado por la comunidad gitana en el camino de su incorporación 
social. En primer lugar recordar la existencia de factores relacionados con la exclusión y el 
aislamiento institucional y su débil condición de ciudadanos de pleno derecho que la 
Constitución vino a asegurar formalmente. En el ámbito de la Vivienda, por ejemplo, en el año 
1978 dos tercios de las familias gitanas habitaban en infraviviendas14. En el terreno educativo 
antes del año 1986 los niños gitanos estaban fuera del sistema y su enterada en las aulas se 
inicia posteriormente al año 1986 con la aprobación de la Ley General de Educación15. En el 
terreno del empleo era una minoría los hombres que trabajaban por cuenta ajena y 
predominaban las ocupaciones tradicionales o si nos fijamos en la salud, no se contaba con 
cobertura sanitaria por poner algunos ejemplos.  
 
Hoy la totalidad del alumnado gitano está escolarizado en la etapa obligatoria y más del 45% 
ya lo está a la edad de tres años. Sin embargo se dan unas altas de fracaso escolar en el 
periodo de Secundaria Obligatoria y de abandono en los estudios postobligatorios16 con datos 
preocupantes como los de fracaso escolar, que sitúa en el 64% el alumnado gitano de entre 16 
y 24 años que no concluye los estudios obligatorios frente al 13% que presenta el conjunto del 
alumnado, o el significativo 72,9% de los jóvenes gitanos de 17 años ha abandonado la 
educación alguna vez en su vida). Datos intolerables que hablan de un futuro hipotecado para 
toda una comunidad si no se actúa y se invierte para dar la vuelta a esta situación. 
 
En el terreno de la vivienda, las familias que habitan en infraviviendas se sitúan por debajo de 
11% y un 3,9% vivían aún en chabolas en el año 200717. En el ámbito de la participación en el 
empleo casi un 40% de los ocupados son asalariados por cuenta ajena y una cuarta parte son 
autónomos. Sin embargo hay otro 25% con ocupaciones laborales precarias y las tasas de paro, 
en los primeros años de la crisis y medidas con los criterios de la EPA, se situaban ya 16 puntos 
por encima del resto de la población18. 
 
Un elemento añadido para la comunidad gitana y otros grupos excluidos o en riesgo de 
exclusión es su condición de minoría discriminada. Los procesos de discriminación social, 
además de la indignidad, el daño y el sufrimiento que ocasionan a las personas, suponen una 
traba añadida para la incorporación social y trabajan activamente contra la misma. También en 
este terreno se han producido importantes avances en la sociedad española, pero conviene 
recordar que los gitanos continúan siendo el grupo de ciudadanos más discriminados y hay una 
gran laxitud en la aplicación de la legislación antidiscriminatoria y una débil respuesta social 
contra la misma19. 
 
Podemos concluir por tanto que se ha reducido la intensidad de las situaciones de pobreza y 
una mejora en términos de condiciones de vida de las familias gitanas, pero la desigualdad y la 

                                                           
14 Vázquez, J.M. Estudio sociológico sobre los gitanos españoles. Madrid: Instituto de Sociología aplicada de Madrid, 
1980. 
15 Hasta ese momento, iniciativas como las “Escuelas Puente” específicas para niños gitanos o la enseñanza en 
centros privados era la alternativa para una minoría de los niños y niñas. 
16 Fundación Secretariado Gitano. “El alumnado gitano en secundaria. Un estudio comparado”. Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte, 2013. 
 http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/102984.html.es 
17 Fundación Secretariado Gitano. “Mapa sobre vivienda y comunidad gitana en España, 2007”. Madrid, 2008. 
 http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/32959.html.es  
18Fundación Secretariado Gitano. “Población gitana española y del Este de Europa. Empleo e Inclusión social, 2011. 
Un estudio comparado Rumanía, Bulgaria, Italia y España.” Fundación Soros de Rumanía, 2012. 
 http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/85425.html.es 
19 Recientes hechos en Estepa y Castear donde se han quemado casas de familias gitanas y manifestaciones para 
que abandonen el pueblo y la respuesta institucional y de la sociedad ha sido incomprensiblemente inexistente, lo 
que no habría ocurrido en el caso de cualquieras otras familias. 

http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/102984.html.es
http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/32959.html.es
http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/85425.html.es


distancia con los estándares del resto de la población española permanece y lo hace para 
todos los factores de exclusión que analicemos y alcanza aún a una amplia mayoría de las 
familias gitanas: Baja formación académica y laboral, baja presencia en el empleo asalariado, 
problemas de vivienda, desigualdades en salud, discriminación social y mala imagen social. 
Parecería que la comunidad gitana, o amplias capas de la misma están condenadas a 
permanecer siempre bajo el umbral de la pobreza y de la pobreza severa. 
 
Nuestro sistema de prestaciones ha contribuido a esta situación. Las familias gitanas se han 
beneficiado de algunas prestaciones, básicamente de las no contributivas y por tanto también, 
como venimos viendo, las más débiles del sistema (ayudas por hijo a cargo, PNC y rentas 
mínimas20, además de las becas de comedor o ayudas para material escolar). Su menor 
presencia en el mercado de trabajo les aleja de otros derechos y de los niveles de protección 
ligados a la contribución previa que son los más extendidos y cuantitativamente más 
importantes en nuestro sistema. 
 

Las familias gitanas ante la crisis. 
 
En el último Informe FOESSA 2009 se cifraba en el 75% (¡!) el número de personas gitanas en 
situación de exclusión social, de ellas el 26% se encontrarían además en una situación de 
exclusión severa.  El otro dato clave para comprender la dimensión de estas cifras es que entre 
el conjunto de la población española en exclusión severa, los gitanos representaban el 12% 
(cuando su peso demográfico en España apenas alcanza el 1%). 
 
Hoy tras siete años de crisis y a la espera de la próxima publicación del Informe FOESSA 2013, 
lo que ya conocemos apunta a que si bien no ha aumentado el porcentaje de las familias en 
exclusión (incluso ha aumentado levemente el número de familias que ha pasado de la 
exclusión moderada a una situación de integración), se ha producido un auténtico trasvase de 
familias que se encontraban en situación de pobreza moderada y ahora está en una situación 
de pobreza extrema. 
 
Y esta es la realidad que percibimos desde nuestro trabajo y recogimos en el Informe de 2013 
sobre el impacto de la crisis.  Las situaciones que está viviendo muchas familias gitanas en toda 
España se caracterizan por un profundo y rápido empeoramiento de sus condiciones de vida 
cotidianas21  con una reducción de prestaciones y ayudas (las ayudas de comedor escolar por 
ejemplo han hecho una gran mella), pérdida de vivienda y/o dificultades para hacer frente a 
los gastos de la vivienda y los suministros.  La pérdida de empleo de los jóvenes y mujeres que 
se habían incorporado en estos años, las dificultades de las familias que se dedican a la venta 
en mercadillos por la caída general del comercio y la reducción de ayudas y prestaciones 
explican el panorama.  
 
Estos impactos son difíciles de precisar en términos cuantitativos; no obstante, algunos datos 
obtenidos de personas y familias gitanas participantes en los programas que desarrollamos 
permiten medir el grado de incidencia en cuanto a número de familias. Así, en el Observatorio 
sobre la Juventud Gitana que la FSG ha puesto en marcha durante los primeros meses de 

                                                           
20 En relación con las Rentas Mínimas, su presencia es menor de la que en ocasiones se predica. De hecho, solo el 
10% de las 16.500 personas participantes en nuestros programas de inserción sociolaboral en 2014, percibían renta 
mínima de inserción. 
21 El impacto de la crisis en la comunidad gitana, (FSG, 2013). Consultar en: 
 http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/100836.html.es 



201422, un 45.7% de los jóvenes participantes en la encuesta realizada afirman conocer alguna 
persona en su entorno que ha tenido que abandonar su casa por no poder pagarla, un 39,7% 
afirman que su padre se encuentra en paro, un 13,8% no han podido realizar una o más 
actividades escolares por motivos económicos, y entre un 3 y un 4% afirman haber perdido el 
suministro de luz o de agua caliente en su residencia habitual. 
 
En el caso de las familias gitanas ha jugado a su favor la extensa e intensa red de apoyo 
familiar que protege de las situaciones extremas de privación alimentaria u otras, pero que ha 
sido insuficiente con esta crisis. La fragilidad de la situación de amplias capas de población 
gitana, ya durante los años de bonanza, hace que sean muy sensibles a cualquier variación en 
las condiciones del mercado y en las de los mecanismos de protección social.   
 
Además nos preocupa especialmente el parón en los costosos procesos de incorporación social 
ya puestos en macha, la vuelta atrás sobre el camino avanzado y la convicción de que cuando 
esta crisis económica pase, la distancia de los gitanos con los estándares del resto de la 
población se habrá agrandado y costará muchos años y alguna generación de jóvenes volver a 
acercarse.  
 
Si como apuntábamos más arriba las prestaciones familiares que se reciben del sistema de 
protección son insuficientes al igual que la inversión en programas y servicios adoptados, la 
reducción de las ayudas y los recortes en otros servicios tienen un gran impacto en el 
empeoramiento de las condiciones de vida y por su puesto en las oportunidades de mejora y 
promoción social de los gitanos españoles. 
 
Una mención especial tienen las familias Roma-gitanas procedentes de países del este de 
Europa cuya situación en España, que ya era difícil, ha empeorado en estos años. Les ha 
afectado directamente el endurecimiento de la legislación laboral y de extranjería, 
aumentando los índices de pobreza y exclusión grave que sufren, con frecuentes traslados de 
domicilio de las familias, retornos a sus países de origen, dificultades para efectuar 
empadronamientos y en consecuencia problemas para la escolarización y la obtención de la 
tarjeta sanitaria, dificultades para cubrir las necesidades básicas de alimentación y de acceso a 
la salud incluso en los menores, al empleo y a las prestaciones sociales. Han aumentado las 
situaciones de infravivienda y hacinamiento, en condiciones a veces extremas, y al contrario de 
lo que ocurre con las familias gitanas autóctonas, hay menos posibilidades de apoyo por parte 
de las redes familiares. 

 

Modelo de integración y políticas públicas de protección 
 
 
A pesar de que lo reseñado hasta aquí, España representa hoy en la UE un ejemplo de éxito en 
las políticas de inclusión social con las familias gitanas. Las notables diferencias en las 
condiciones de vida y en los niveles de incorporación social de los gitanos en españoles en 
relación a los de otros países de la UE, han llevado a acuñar el término de “modelo español” 
para referirse a las medidas y a las políticas públicas dirigidas a esta comunidad.  
 
La clave del modelo descansa en dos elementos. Por una parte en la confirmación de que las 
familias gitanas se beneficiaban del sistema de protección social al igual que el resto de los 
ciudadanos: la garantía de acceso al sistema de salud, a los servicios educativos o a las 
                                                           
22 Los resultados de Observatorio sobre la Juventud Gitana realizado con 438 jóvenes entre los serán publicados en 
breve en www.gitanos.org  

http://www.gitanos.org/


prestaciones de rentas de inserción o las no contributivas; el acceso a las promociones de 
vivienda social, etc., el acceso a pres, han cambiado de una manera radical la situación de 
partida de la comunidad gitana española y su posición social. 
 
El otro elemento esencial del modelo ha sido el desarrollo y la inversión en medidas “target” 
muy adaptadas a su realidad y dirigidas específicamente a compensar y reducir la persistencia 
de desigualdades en ámbitos clave para su integración social: el acceso al empleo23, a la 
educación, las medidas de eliminación de hábitats segregados y marginales, las medidas de 
reconocimiento social y la extensión de las normas antidiscriminatorias, por poner algunos 
ejemplos. 
 

Algunos aprendizajes para nuestro sistema de protección 
 
Como se ve, ninguno de estos factores de exclusión son privativos de las familias gitanas, 
aunque algunos los padecen de manera más acusada, más extendida y operan a la vez. Más 
bien todos ellos están presentes, con diferente peso y de distinta manera, en la realidad de la 
mayoría de las familias vulnerables y excluidas.  
 
El caso de los gitanos españoles ilustra bien las bondades y las limitaciones e insuficiencias de 
nuestro sistema de protección social con los más excluidos y creemos que se pueden extraer 
algunos aprendizajes o conclusiones. 
 

a) Un sistema de protección social amplio e inclusivo es, de lejos, el mecanismo más 
eficaz para garantizar la integración social. Para la comunidad gitana española el 
acceso al sistema de salud, las políticas públicas de vivienda, el acceso al sistema 
educativo y a las prestaciones como las PNC, ha sido determinante para la mejora de 
sus condiciones de vidas y el trampolín hacia la incorporación social. Por ello preservar 
nuestros servicios universales y recuperar una verdadera política de vivienda social 
serán una de las claves de nuestro futuro. 

 
b) Desarrollar medidas específicas de compensación y de activación adaptadas a los 

grupos vulnerables y excluidos. Los servicios universales aportan el suelo y las 
oportunidades y contribuyen a mejorar los aspectos esenciales de la vida de las 
personas, pero por si mismos no reducen la brecha de desigualdad que existe para 
grupos y personas cuyos punto de partida es mucho más desfavorable.  
 
Se precisan programas, servicios y medidas específicas para reducir esos gaps, 
especialmente en el terreno de la educación, el empleo, la vivienda o la salud (medidas 

                                                           
23 Especial transcendencia ha tenido el Programa Acceder de la Fundación Secretariado Gitano para la formación y 
el acceso al mercado de trabajo. Cuenta con financiación del FSE desde el año 2000. En este tiempo se han 
conseguido 52.000 contratos de trabajo por cuenta ajena. . 
- 2013. El Programa Acceder ha sido seleccionado en 2013 por la Comisión Europea como Buena Práctica entre las en la 

Comunicación “Pasos en la implementación de las Estrategias Nacionales de Inclusión de la Población Gitana” y “Propuestas 
para una Recomendación del Consejo sobre Medidas Efectivas de Integración de la Población Gitana”. 
http://ec.europa.eu/justice/discrimination/files/roma_stories_2013/spain_en.pdf  

- 2012: Reconocido como Buena práctica por el Consejo de Europa.  
http://goodpracticeroma.ppa.coe.int/fr/bonne-pratique/programme-acceder-pour-lemploi-de-la-population-gitane   

- 2014: Seleccionado por la Comisión Europea como una “historia de éxito” de la Política de Cohesión en España, publicado en 
el folleto resumen sobre la Política de Cohesión y perspectivas hacia el siguiente periodo de programación 2014-2020. 
http://ec.europa.eu/regional_policy/information/cohesion-policy-achievement-and-future-
investment/factsheet/spain_en.pdf  

 
 

http://ec.europa.eu/justice/discrimination/files/roma_stories_2013/spain_en.pdf
http://goodpracticeroma.ppa.coe.int/fr/bonne-pratique/programme-acceder-pour-lemploi-de-la-population-gitane
http://ec.europa.eu/regional_policy/information/cohesion-policy-achievement-and-future-investment/factsheet/spain_en.pdf
http://ec.europa.eu/regional_policy/information/cohesion-policy-achievement-and-future-investment/factsheet/spain_en.pdf


de promoción social, no meramente paliativas). Así los programas de erradicación del 
chabolismo, o de apoyo y compensación educativa o de acceso a la formación y el 
empleo, etc., cumplen esta función con la comunidad gitana o los inmigrantes o las 
personas con discapacidad y las familias más vulnerables en general. 
 

c) Intensidad y cobertura suficientes de los mecanismos de protección. Pero si las 
inversiones son escasas los procesos se eternizan y no se produce un avance sensible 
en relación al conjunto de la sociedad. Este creemos que es el principal problema que 
padece nuestro sistema y el responsable de que no se lleguen a concluir o erradicar las 
situaciones de pobreza o exclusión. Pensamos que nuestra sociedad necesita hacer 
este esfuerzo, reforzando las prestaciones y mecanismos más inespecíficos y también 
invirtiendo más en serio en el desarrollo y mantenimiento de las medidas y programas 
adaptados.  
Nuestras políticas sociales y de inclusión cuentan con planes y estrategias (nacionales 
y/o autonómicas) para acometer estas medidas, falta coordinación, y el esfuerzo de 
inversión adecuados. Promover un equilibrio entre amplitud e intensidad de los 
recursos que se invierten con las familias más pobres. 
 
Mantener las inversiones actuales es apostar por mantener es este orden de cosas a 
capas de la población española en una situación de pobreza severa estructural. Con la 
perversión de que el mensaje implícito es que hay grupos que son excluidos per se y 
que siempre van a serlo. 
 
 

d) Aplicación más intensa y eficaz de los Fondos Estructurales a la reducción de la 
pobreza y la exclusión. Siguiendo con la idea anterior, los Fondos Estructurales ya han 
mostrado que pueden ser de gran ayuda24 y complementar el esfuerzo de Estado y las 
CCAA. De hecho ese es su sentido, aunque creemos que no se ha aprovechado 
suficientemente. Así conviene recordar que la Comisión y el parlamento europeos han 
aprobado la aplicación de al menos el 20% del Fondo Social Europeo para actuaciones 
de lucha contra la pobreza y la exclusión social. Eso supone que en España habría 
disponible específicamente para este capítulo más de 1.600 millones para el periodo 
de los más de 8.000 disponibles y otros 6.000 millones anunciados para programas de 
activación y empleo juvenil.  

 
e) Medidas para combatir la Discriminación. Por último no podemos olvidar que para las 

minorías o para otros muchos sectores de la población, un componente fundamental 
de su situación de exclusión o de mayor vulnerabilidad tiene que ver con procesos de 
discriminación o rechazo social. Es fundamental, por una cuestión de dignidad y 
justicia social combatir esos procesos y las prácticas discriminatorias, pero también es 
una precondición para salir de las situaciones de exclusión y pobreza extrema.  
 
Es necesario que las instituciones envíen señales claramente inclusivas y de apoyo a los 
grupos que padecen discriminación. Para avanzar en los procesos de integración social 
ni siquiera es suficiente contar con generosas prestaciones sociales25. Las comunidades 
discriminadas precisan recibir señales de que forman parte de la comunidad política 

                                                           
24 La experiencia española de gestión de fondos por ONGs como Cáritas , La ONCE, Cruz Roja Española y la 
Fundación Secretariado Gitano (Programa Acceder), son un excelente ejemplo de la aplicación de estos Fondos a la 
lucha contra la exclusión a escala nacional con inmigrantes, discapacitados, personas en situación de pobreza y 
población gitana. Ver Rodriguez Cabrero (evaluación PO) y Fresno et al (2013)  
25 Podemos señalar como ejemplo el caso vasco, con su avanzado sistema de Rentas de Inserción que beneficia a 
muchas familias gitanas, pero que no va acompañado de adecuadas medidas de promoción social de esta minoría. 



común y que se invierte en su promoción social.  Porque no se trata sólo de dar dinero, 
se trata más a la vez de querer acoger e integrar realmente a estos excluidos.  
 

6. Retos en las políticas de protección a las familias más 
vulnerables.  

 
 
Las organizaciones sociales que trabajamos en el terreno de la acción social sabemos valorar el 
capital social que tiene esta sociedad y a lo largo de estos años hemos aprendido, primero  que 
el crecimiento económico no es suficiente para eliminar la pobreza y en segundo lugar, con los 
embates de la crisis y con las respuestas que se han dado a la misma, hemos constatado que 
los que ya eran pobres o vulnerables lo son mucho más y se corre el riesgo no de pasarlo mal 
unos años sino de que esta sociedad se polarice, crezcan las desigualdades y la falta de 
cohesión y la pobreza y la exclusión terminen siendo un espacio estructural que condena a 
capas de la población durante generaciones y nos hace ser peores como proyecto de sociedad. 
 
Lo que reclamamos es una atención mejor y más intensa para los más afectados por los 
procesos de pobreza y exclusión, aquellos hogares y personas en los que se acumulan los 
factores de vulnerabilidad y se cronifican y transfieren generacionalmente los procesos de 
exclusión. 
 
Creemos necesario reformar y reforzar nuestro sistema de protección focalizada en los grupos 
más necesitados y que combine los recursos con el acceso a servicios de calidad. Creemos que 
es la manera en la que podemos reducir la pobreza, la pobreza infantil y la exclusión, en la que 
podemos robustecer la capacidad de resistencia de la solidaridad familiar.  
 
Citando de nuevo a Miguel Laparra, (Laparra 2013) la protección social ha de dirigirse 
especialmente a eliminar las situaciones de pobreza severa por una cuestión de justicia social, 
porque afectan a la dignidad y los derechos fundamentales de las personas; por una cuestión 
de interés general, porque se trata de invertir en cohesión social, en seguridad y en un menor 
desarrollo económico y social y por una cuestión de viabilidad económica y pragmatismo, 
porque el esfuerzo económico para asegurar que nadie se quede bajo el umbral de la pobreza 
severa son asumibles por una sociedad y una economía como la española. 
 
A modo de conclusión estas son algunas de las propuestas sobre qué temas y qué factores 
incidir prioritariamente y por dónde empezar. 
 
 

1 – Desarrollar una auténtica política pública de familia. 
 
Estar aislado es hoy uno de los principales factores de exclusión social y, por el contrario, 
contar con una red de apoyo uno de los principales elementos de integración y cohesión social. 
El capital social de nuestro país ha demostrado ser sólido y uno de nuestros principales activos 
como sociedad. Es una red de protección que ha mostrado su capacidad en estos momentos 
tan difíciles, pero es un activo que hay que cuidar, para que no se agote o rompa y para que 
actúe como un mecanismo de protección frente a la pobreza extrema, de regeneración social, 
de bienestar y cohesión social. Eso requiere de medidas que protejan este tejido, que reparen 
las zonas más dañadas, que recuperen las más débiles…  
 



Se trata en conclusión de recuperar y de aumentar la capacidad protectora de las familias y de 
modernizar y reorientar el gasto hacia políticas familiares que hagan frente a las nuevas 
necesidades vinculadas a la incorporación de la mujer al trabajo, la igualdad de género y las 
medidas de conciliación, el desempleo de los jóvenes, servicios de atención a los menores de 
tres años o a los mayores y dependientes y acceso a la vivienda para familias con menores. 
En definitiva, lograr un mejor equilibrio entre derechos (y tiempo), recursos económicos y un 
amplio desarrollo de servicios adaptados a las nuevas y diferentes necesidades de las familias. 
 
 

2 – Reducir la pobreza infantil. Prestaciones a las familias con menores 
a su cargo.  
 
Las altas tasas de pobreza infantil y especialmente el crecimiento de la pobreza extrema en los 
hogares con menores, donde se acerca al 30%, es una de las cuestiones más acuciantes y para 
la que no están funcionando los mecanismos tradicionales de protección. La crisis además ha 
parado las iniciativas más relevantes que habían comenzado a ponerse en marcha26. La 
cuestión de la cobertura y la cuantía de las prestaciones se ha revelado como un aspecto clave 
y sobre el que hay evidencias de la alta correlación entre la cuantía de las prestaciones y la 
reducción de la pobreza infantil.  
 
Existe por tanto un consenso entre los investigadores sociales y las organizaciones sociales de 
que este sería el mecanismo más operativo y más eficaz para reducir la pobreza extrema y 
específicamente reducir las altas tasas de pobreza infantil a corto plazo27.  
 
Como propone UNICEF28 (Ayala, y Cantó 2014), se trataría de implementar una política más 
generosa de prestaciones económicas a las familias por hijo a cargo, bien sea esta universal (lo 
que parece aún más eficaz, pero conlleva un esfuerzo presupuestario mucho más alto) o bien 
que esté ligada ligada al nivel de renta (cuidando que tenga la suficiente cobertura)29.  
 
Desde las organizaciones sociales y de protección de la infancia y en línea con la 
Recomendación de la CE30 en esta misma línea se estiman necesarias las siguientes medidas. 

- Desarrollar un Plan nacional de pobreza infantil 
- Incremento de las prestaciones de la Seguridad Social por hijo a cargo 
- Refuerzo de la garantía de ingresos de los hogares con personas inmigrante con niños, 

población gitana y personas con discapacidad 
- Acceso a servicios adecuados que garanticen su desarrollo y protección en los ámbitos 

educativo, social y sanitario y a la protección especial de los hogares con menores en 
relación con la vivienda. 

 

3 – Políticas activas de empleo adaptadas.  
 

                                                           
26 Prestación universal por nacimiento (“cheque bebe”, estatal y en diferentes CCAA) y el sensible incremento de las 
prestaciones por hijo a cargo. 
27 España es el país europeo, después de Grecia, con las menores cuantías en las prestaciones por hijo más bajas. 
28 Políticas Públicas para reducir la pobreza infantil en España.  
http://www.unicef.es/sites/www.unicef.es/files/unicef_politicas_para_reducir_pobreza_infantil_espana_baja.pdf  
29 A la vista de la experiencia en otros países, la medida tiene efectos directos en la reducción de la pobreza infantil. 
Estos autores estiman necesario elevar hasta los 100 euros mensuales por hijo, la cuantía de estas prestaciones con 
un efecto de reducción dela pobreza infantil severa de más del 14%. 
30 CE 2013, Recomendación "Invertir en la infancia: romper el ciclo de las desventajas” 

http://www.unicef.es/sites/www.unicef.es/files/unicef_politicas_para_reducir_pobreza_infantil_espana_baja.pdf


El empleo sigue siendo para la gran mayoría de las familias el factor más determinante de 
vulnerabilidad o de mejora de la capacidad de la familia para salir adelante. 
 
Las desconocidas tasas de desempleo que estamos padeciendo, el agotamiento del sistema de 
prestaciones y su inadecuación a los grupos más excluidos y con una presencia más débil en el 
mercado de trabajo, así como el creciente número de hogares con todos sus miembros 
desempleados, hace del empleo el principal determínate de los procesos de integración o de 
exclusión. 
 
También sabemos que en la actual coyuntura crece el fenómeno de los trabajadores pobres y 
que en determinadas condiciones el trabajo no garantiza ya, o no lo hace adecuadamente 
como hemos visto, el librase de padecer situaciones de pobreza severa.  
 
A pesar de ello, la experiencia de más de catorce años en el desarrollo de itinerarios 
individualizados de acceso a la formación y al empleo, en el marco del Programa Operativo de 
Lucha contra la Discriminación, nos permite afirmar que el desarrollo de medidas de formación 
y empleo “a medida” para las personas vulnerables (personas con discapacidad, inmigrantes, 
personas gitanas, en situación de pobreza extrema…) producen resultados tangibles en 
términos de acceso a al empleo y en general de mejora de la empleabilidad de los miembros 
de familias vulnerables. 
 
La evaluación de impacto de estas iniciativas muestra que además de los notables resultados 
en términos de empleo (incluso en los años de crisis) con personas en situación de exclusión, 
los impactos en integración social y el retorno económico para son notables. Por cada euro 
invertido se ha producido un retorno de 1,39 euros31 en forma de menor gasto en 
prestaciones, mayores cotizaciones e impuestos, mayor consumo.   
 
Invertir en activación de los más jóvenes y en general en iniciativas de formación y de acceso 
real al empleo de las personas pertenecientes a los grupos más vulnerables y con especial 
atención a los hogares con todos sus miembros desempleados ha de ser una de las prioridades 
del sistema que complemente las medidas pasivas de prestaciones por desempleo. 
 
Este es, por otra parte, uno de los ámbitos donde se debe aprovechar de manera eficiente la 
financiación proveniente de los Fondos Estructurales  que pueden contribuir a mantener 
objetivos una financiación sostenida y estable en periodos de más de siete años.    
Hogares con todos sus miembros desempleados. 
 
En la actual coyuntura y con tasas de desempleo del 26% se puede correr el riesgo (y el 
tremendo error) de invertir los recursos en insertar a los más empleables y dejar atrás 
justamente el desarrollo de medidas adaptadas a los miembros de los hogares en mayor 
necesidad.  
 

4 – No dejar hogares desprotegidos. Una garantía de ingresos mínimos 
para todos que proteja de la pobreza. 
 

                                                           
31 Ver evaluación de impacto del POLCD. Fresno, Rodriguez Cabrero et al. (2013) “El empleo de las personas 
vulnerables. Una inversión social rentable. Evaluación del impacto del Programa Operativo Plurirregional Lucha 
Contra la Discriminación “. Cáritas, Cruz Roja, Fundación ONCE, Fundación Secretariado Gitano.  Madrid, 2013 
 http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/105490.html.es 

http://www.gitanos.org/centro_documentacion/publicaciones/fichas/105490.html.es


No insistiremos lo suficiente en la necesidad de poner el foco en aquellos que más lo 
necesitan. 
 
Laparra, en el artículo citado, estima que para 2013 los hogares en una situación de pobreza 
severa se situarán en el entorno del 8% de los hogares, más de cuatro millones de personas. 
Son estas las realidades donde se acumulan los problemas, donde se quiebra o se agota el 
capital social, donde se cronifican los procesos de exclusión, donde en definitiva, la manera en 
la una sociedad responde, mirando a su futuro, será mejor o será peor, será más justa, más 
cohesionada, más segura y más decente o más fragmentada, injusta, temerosa y débil. 
Además de las medidas vistas hasta aquí, un instrumento esencial de nuestro sistema de 
protección con gran incidencia en la pobreza severa son las diferentes medidas de garantía de 
ingresos mínimos en las que el sistema de protección ya está empleando cerca de 16.000 
millones anuales.  
 
La limitada cobertura y extensión temporal de las ayudas, la heterogeneidad de normas 
estatales y autonómicas y de condiciones de aplicación, la falta de complementariedad de 
prestaciones, la falta de una coordinación y gobernanza común de estos mecanismos, además 
de su limitado esfuerzo presupuestario hacen que el sistema de garantías de mínimos y las 
rentas mínimas de inserción sean finalmente un instrumento insuficientemente aplicado a la 
eliminación de la pobreza severa.  
 
Desde diferentes sectores de la sociedad, desde las entidades del Tercer Sector32, agentes 
sociales, profesionales e investigadores sociales… se viene reclamando la reforma del conjunto 
del sistema de ingresos mínimos y específicamente de las Rentas Mínimas para que actúen de 
acuerdo a su sentido primigenio: como última red de protección del Sistema que garantiza a 
las personas que no caer en situaciones de pobreza extrema. 
 
Específicamente se aboga por la introducción de una nueva arquitectura y un mecanismo de 
gobernanza común (estatal-autonómico) que de coherencia y eficacia al conjunto del sistema 
de ingresos mínimos y sobre todo establecer una prestación básica estatal garantizada que se 
sitúe por encima del umbral de pobreza severa33 y que garantice que no hay ciudadanos y 
situaciones que quedan desprotegidas. 
 

5 - Políticas de vivienda.  
 
La vivienda es otro de los factores clave de vulnerabilidad para las familias. La vivienda es el 
espacio físico y relacional donde los hogares son posibles. Es un factor muy estructurante de 
los procesos de exclusión o inclusión social y de la propia dinámica familiar. En la crisis actual 
ha sido, junto a la pérdida del empleo, el principal factor exclusógeno, en la medida que ha 
supuesto un alto endeudamiento para las familias al que muchas no pueden hacer frente. 
 
Nuestra experiencia en la intervención con la comunidad gitana nos ha mostrado que la 
posibilidad de acceder a diferentes modalidades de vivienda sociales ha constituido el principal 
trampolín para la integración social de amplias capas de las familias gitanas españolas.  

                                                           
32 Fresno (2010). Propuestas del Tercer Sector de acción social para una estrategia de inclusión social 2020 en 
España. 
http://www.fresnoconsulting.es/publicaciones/propuestas_del_tercer_sector_de_accion_social_para_una_estrate
gia_de_inclusion_social_2020_en_espana.html#sthash.wM7GtQrq.dpuf.  
33 Laparra 2013. Sugiere como referencia poder situar la prestación por persona entorno a los 420 euros. En este 
mismo trabajo se estima en unos 4.000 millones anuales el esfuerzo presupuestario necesario para eliminar las 
formas más acusadas de la pobreza en España. 



Llama la atención la regresión que ha tenido nuestra sociedad en este ámbito. De los grandes 
planes de vivienda pública de los años 80 y primeros 90 hemos pasado a una destrucción de las 
políticas de vivienda y a una desregulación que ha terminado en la paradoja de que en el país 
que cada año construía más vivienda que en conjunto de los países de la UE34 haya personas 
desprovistas de una y justamente haya sido la burbuja inmobiliaria uno de los vectores de la 
pobreza y el sufrimiento de muchas familias en estos últimos años. 
 
Reclamamos el establecimiento del derecho de cualquier hogar con menores a una vivienda y 
un entorno dignos para vivir. La recuperación de una auténtica política de vivienda pública que 
forme parte esencial del sistema de protección social. 
 

4 – Políticas de calidad educativa.  
 
Las estadísticas educativas en la actual crisis no muestran efectos negativos sobre la 
escolarización está descendiendo incluso la tasa de abandono temprano, debido a la 
reincorporación o el mantenimiento de los jóvenes al sistema por la falta de empleos. 
 
Sin embargo estamos ante uno de los factores que más correlacionan con el mantenimiento 
generacional de la pobreza, con la igualdad de oportunidades y con la posición social de las 
personas y los grupos. Desde entidades como la nuestra somos conscientes de que en la 
educación está la garantía a medio y largo plazo de la promoción social, la incorporación plena 
y el ejercicio de la ciudadanía para la comunidad gitana y en general para todos los grupos y 
personas excluidas.  
 
Es aquí, donde se juega la igualdad de oportunidades, donde los recortes de gasto están 
teniendo una gran incidencia cuyas consecuencias se verán a largo plazo, cuando en buena 
medida serán irrecuperables. 
 
Las desinversiones en becas, en ayudas para comedores escolares o para libros afectan de 
manera diferencial a estos grupos especialmente en programas de compensación y refuerzo 
educativo. Las reformas que dificultan el acceso a las becas o que encarecen los estudios post 
obligatorios son auténticas barreras contra la igualdad y una manera de construir una sociedad 
segmentada. 
 
Por ello reclamamos medidas la escolarización temprana gratuita de los niños de las familias 
en exclusión y recuperar las ayudas que se han limitado o suprimido en estos años. 
 
Pero específicamente queremos poner el acento en la necesidad de poner en marcha 
programas de refuerzo educativo de calidad, adaptados a las necesidades de los niños de 
hogares en situación de exclusión o con otras necesidades educativas. Esta necesidad, 
históricamente mal cubierta, es esencial para reducir las desigualdades que en términos de 
fracaso y abandono escolar presenta el alumnado pobre, de garantizar la igualdad de 
oportunidades y la promoción social sectores de la población española o inmigrante que 
siempre quedan relegados al furgón de cola. 
 
 
 

                                                           
34 Rodríguez, I. (2009). La comunidad gitana en España 1999 -2009. En Revista Gitanos, Pensamiento y Cultura, nº 
49-50. FSG.  
 



 Por último recordar que atender a las familias vulnerables es más que proveer de servicios o 
prestaciones. Podemos poner casos de grupos vulnerables que acceden a altas prestaciones de 
renta u otro tipo en algunas comunidades autónomas, pero que no reciben una propuesta 
sincera de incorporación social. Es decir, participar activamente en la sociedad, no estar 
excluido, requiere de algo más que prestaciones o medidas paliativas en las situaciones más 
extremas. Requiere de una voluntad de la comunidad de ver al otro como un igual, al que no 
solo se quiere mantener fuera de la miseria, sino también promocionar socialmente, 
contribuyendo a su incorporación como un ciudadano o ciudadana de primera. 
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